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ACUERDO DEL PRESIDENTE DE LA SALA DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE CANARIAS.


En Las Palmas de Gran Canaria a 20 de marzo de 2.012.

I. ANTECEDENTES.


1º. La Presidenta de la Sección Segunda de esta Sala de lo Contencioso-Administrativo remitió al Presidente de la Sala oficio, junto con escritos de las partes, a efectos de valorar la conveniencia de convocar a todos los Magistrados de la Sala para la deliberación, votación y fallo del presente recurso contencioso-administrativo.

I. FUNDAMENTOS JURIDICOS.


1º. El artículo 197 de la LOPJ autoriza que sean llamados a formar la Sala que va a conocer de un determinado recurso todos los Magistrados que la componen, aunque la Ley no lo exija, cuando el Presidente, o la mayoría de aquéllos, lo estime necesario para la administración de justicia. 


Al respecto, al Tribunal Supremo, en sentencia de 10 de mayo de 2.010, dictada en el recurso nº  465/2008, ha declarado que la decisión constituye un acto jurisdiccional, y que  “(.) A diferencia de las demás previsiones, que anudan la composición de la Sala a la naturaleza de la actuación procesal establecida de forma concreta, en el caso del artículo 197 el llamamiento de todos los miembros de la Sala se supedita: objetivamente, a la necesidad para la administración de Justicia y, subjetivamente, a la apreciación de dicha necesidad por el Presidente o la mayoría de los Magistrados de la Sala (..)” . 


La misma sentencia establece la obligación de motivación de la decisión, apuntando que “ (..) los motivos concretos son abiertos, y basta con que puedan ser incardinados en este concepto jurídico indeterminado”, en referencia al concepto de necesidades de la administración de justicia.


2º: Y a la vista de dicha doctrina, en  el presente recurso contencioso-administrativo, de conformidad con las atribuciones concedidas al Presidente de la Sala por el artículo 197 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, estando conclusas las actuaciones y pendiente de sentencia, se considera de especial interés que para su resolución sean llamados todos los Magistrados que forman la Sala,  al tratarse de uno de los supuestos que entran dentro del concepto indeterminado de “ser necesario para la Administración de justicia” que emplea el precepto a cuyo fin se tiene en cuenta, en la adopción de la decisión: la notoria trascendencia que ha tenido en los medios de comunicación y, por ello, en la sociedad canaria  a lo largo de todos estos años y, especialmente, en los últimos meses;  la  aparente complejidad técnica que presenta;   y , por último, que la  obligación de dictar sentencia deriva de una decisión del  Tribunal Supremo en casación, que ordena retrotraer las actuaciones para una nueva respuesta de la Sala en la que este Presidente considera conveniente que participen todos sus componentes.   


En atención a lo expuesto:

III.  SE ACUERDA:


Señalar para la  deliberación, votación y fallo en el presente recurso contencioso-administrativo el  17 de abril del año en curso.


Formar el Tribunal por todos los componentes de la Sala, que serán llamados a la deliberación, votación y fallo, manteniendo la asignación de la ponencia al Ilmo.Sr. Magistrado D. Alfonso Rincón González-Alegre, al que corresponde conforme a las normas de reparto. 


Notifíquese la presente resolución a las partes, y procédase a la anotación del señalamiento en el libro de la Sección. 

  
Así lo manda y firma el Presidente por el presente Acuerdo que tiene naturaleza jurisdiccional, que se incorporara al proceso, y contra el que, conforme a dicha naturaleza, cabe recurso de reposición ante la Sala en pleno  en el plazo de cinco dias a contar desde la notificación. 
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